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RECURSO 81/2026 
RESOLUCIÓN 106/2026 
 
 
Resolución 106/2026, de 27 de mayo, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se inadmite el 
recurso especial en materia de contratación n.º 81/2026 interpuesto 
por Inocencio Gómez Luquero, S.L. contra el estudio de viabilidad y 
los pliegos rectores del procedimiento de adjudicación del contrato 
de concesión del servicio de gestión y explotación de la plaza de toros 
de Arévalo para la organización de espectáculos taurinos en las 
fiestas patronales de San Victorino por el Ayuntamiento de Arévalo 
(Ávila) (expediente 831/2025). 
 

 
I 

ANTECEDENTES 
 

Primero.- El 16 de marzo de 2026 el Ayuntamiento de Arévalo publica 
en la Plataforma de Contratación del Sector Público (PLACSP) el anuncio de 
licitación y los pliegos de cláusulas administrativas particulares (PCAP) y de 
prescripciones técnicas (PPT) para la concesión del servicio de gestión y 
explotación de la plaza de toros de Arévalo para la organización de 
espectáculos taurinos en las fiestas patronales de San Victorino (expediente 
831/2025).  

 
Concluido el plazo de presentación de ofertas el 13 de abril de 2026, 

han concurrido a la licitación dos empresas. 
 
El 15 de abril de 2026 la mesa de contratación acuerda la admisión de 

las dos licitadoras y procede a la apertura de las ofertas, valorando las mismas 
según los criterios de adjudicación automáticos establecidos en el PCAP y 
realizando la propuesta de adjudicación a favor de la oferta mejor valorada.  

 
Segundo.- El 7 de abril de 2026 D. yyy, actuando en representación 

de Inocencio Gómez Luquero, S.L., interpone un recurso especial en materia 
de contratación contra los pliegos rectores de la licitación y el estudio de 
viabilidad de la concesión.  

 
La recurrente sostiene que el contrato se encuentra erróneamente 

calificado como concesión de servicios y que se trata simplemente de un 
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contrato de servicios ya que la Administración interviene de forma injustificada 
y excesiva en la organización del evento, quedando en manos de esta el riesgo 
y ventura del desarrollo del contrato. Además, expone que el estudio de 
viabilidad incurre en errores insubsanables en la estimación de costes y la 
previsión de ingresos trasladando al licitador un riesgo desproporcionado 
basado en premisas económicas erróneas, lo que atenta contra el equilibrio 
económico de la concesión. Finalmente, alega vulneración de los principios de 
igualdad y libre concurrencia considerando que la solvencia técnica o 
profesional exigida excluye de facto a las empresas de nueva creación y que 
se han configurado criterios de adjudicación desproporcionados y arbitrarios, 
limitando de forma injustificada la capacidad de los licitadores para confeccionar 
sus ofertas, falseando la competencia. Con base en todo ello, solicita la nulidad 
de pleno derecho de los pliegos y del estudio de viabilidad económico 
financiera y su aclaración por el acuerdo plenario de 13 de marzo de 2026, 
con retroacción al momento anterior a la aprobación de los pliegos para la 
elaboración de una nueva documentación contractual.  

 
Tercero.-  El 9 de abril de 2026 el órgano de contratación remite a este 

Tribunal el recurso especial en materia de contratación interpuesto contra los 
pliegos, junto con el expediente de contratación y un informe de Secretaría de 
21 de abril de 2026, en el que solicita la inadmisión del recurso de acuerdo 
con el artículo 44.1.c) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del 
Sector Público (LCSP), y subsidiariamente, la íntegra desestimación del mismo.  

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
Único.- De conformidad con lo previsto en el artículo 46.1 de la LCSP, 

corresponde al Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla 
y León resolver los recursos especiales en materia de contratación que se 
interpongan frente a los contratos y los actos que sean susceptibles de 
impugnación por esta vía especial. La competencia de este Tribunal viene 
determinada también por el artículo 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, de 
Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
El recurso se ha interpuesto contra el estudio de viabilidad económica 

y los pliegos rectores de la licitación de un contrato calificado por el PCAP como 
una concesión de servicios y cuyo valor estimado asciende a 1.735.430,46 
euros.  
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El artículo 44.1 de la LCSP dispone que “Serán susceptibles de recurso 
especial en materia de contratación, los actos y decisiones relacionados en el 
apartado 2 de este mismo artículo, cuando se refieran a los siguientes contratos 
que pretendan concertar las Administraciones Públicas o las restantes entidades 
que ostenten la condición de poderes adjudicadores: (…) c) Concesiones de 
obras o de servicios cuyo valor estimado supere los tres millones de euros 
(…)”. 

 
En coherencia con esta previsión, el PCAP dispone expresamente que 

los acuerdos del órgano de contratación podrán ser recurridos en reposición o 
impugnados ante la jurisdicción contencioso-administrativa, pero no cabe 
recurso especial en materia de contratación (cláusula vigesimotercera) y el 
órgano de contratación la inadmisión de este recurso especial. 

 
La recurrente sostiene, por el contrario, que este recurso especial debe 

ser admitido puesto que resulta incorrecta la calificación que el órgano de 
contratación realiza del contrato licitado al considerarlo una concesión de 
servicios cuando, por su contenido y naturaleza real, a juicio de la recurrente, 
se trata de un contrato de servicios.  

 
Así pues, debe examinarse la naturaleza del contrato licitado para poder 

resolver sobre la admisión del recurso especial interpuesto contra los pliegos 
rectores de la contratación.  

 
El artículo 15 de la LCSP dispone: 
 

“1. El contrato de concesión de servicios es aquel en cuya virtud 
uno o varios poderes adjudicadores encomiendan a título oneroso a una o 
varias personas, naturales o jurídicas, la gestión de un servicio cuya prestación 
sea de su titularidad o competencia, y cuya contrapartida venga constituida 
bien por el derecho a explotar los servicios objeto del contrato o bien por dicho 
derecho acompañado del de percibir un precio. 

 
»2. El derecho de explotación de los servicios implicará la 

transferencia al concesionario del riesgo operacional, en los términos señalados 
en el apartado cuarto del artículo anterior”.  

 
Y el artículo 14.4 establece:  
 

“El derecho de explotación de las obras, a que se refiere el 
apartado primero de este artículo, deberá implicar la transferencia al 
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concesionario de un riesgo operacional en la explotación de dichas obras 
abarcando el riesgo de demanda o el de suministro, o ambos. Se entiende por 
riesgo de demanda el que se debe a la demanda real de las obras o servicios 
objeto del contrato y riesgo de suministro el relativo al suministro de las obras 
o servicios objeto del contrato, en particular el riesgo de que la prestación de 
los servicios no se ajuste a la demanda. 

 
»Se considerará que el concesionario asume un riesgo operacional 

cuando no esté garantizado que, en condiciones normales de funcionamiento, 
el mismo vaya a recuperar las inversiones realizadas ni a cubrir los costes en 
que hubiera incurrido como consecuencia de la explotación de las obras que 
sean objeto de la concesión. La parte de los riesgos transferidos al concesionario 
debe suponer una exposición real a las incertidumbres del mercado que implique 
que cualquier pérdida potencial estimada en que incurra el concesionario no 
es meramente nominal o desdeñable”. 

 
Hay que tener en cuenta que al contrato de concesión de servicios le 

será de aplicación, de forma supletoria, la regulación establecida en la LCSP 
respecto al contrato de concesión de obras, siempre que resulte compatible 
con la naturaleza de aquél (artículo 297). 

 
En este caso, el PCAP dispone que el objeto de la concesión es el 

servicio de gestión y explotación de la plaza de toros de Arévalo para la 
organización de espectáculos taurinos en las fiestas patronales de San 
Victorino. La gestión y explotación del servicio que se otorgue al concesionario 
se desarrollará durante las fiestas patronales San Victorino del año 2026, con 
posibilidad de prórroga para las fiestas de los años 2027, 2028 y 2029. 

 
La cláusula sexta contempla las percepciones económicas que percibirá 

el concesionario, distinguiendo una aportación municipal finalista de 155.000 
euros/año y la recaudación por la venta de entradas a la plaza de toros, 
estableciendo la cláusula sexta ter el precio de las entradas. En cuanto a la 
aportación económica, el PCAP indica que “no tiene por finalidad asegurar la 
viabilidad económica de la explotación ni compensar pérdidas, sino cofinanciar 
la consecución de objetivos de interés público vinculados a la calidad artística, 
cultural y turística de los festejos, manteniéndose en todo caso la asunción del 
riesgo operacional por parte del concesionario”.  

 
La cláusula sexta bis establece el valor estimado del contrato y dispone 

que: “De conformidad con el artículo 101 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, 
de Contratos del Sector Público, el valor estimado del contrato se calcula 
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tomando en consideración el volumen total de ingresos que el concesionario 
pueda obtener por la explotación del servicio durante toda la duración prevista 
del contrato, excluido el IVA.  

 
»El valor estimado del primer año del contrato asciende a 

427.661,16 €, integrado por:  
 

»• Ingresos previsibles derivados de la venta de entradas 

y explotación de servicios accesorios. 
 

»• Aportación municipal anual prevista en la cláusula 

correspondiente.  
 
»Considerando una duración máxima del contrato de cuatro años 

(incluidas prórrogas), el valor estimado total asciende a 1.735.430,46 €, 
excluido el IVA (…)”. 

 
El estudio de viabilidad económico financiera, exigido por la LCSP como 

actuación preparatoria de la concesión de servicios (artículo 284.2), añade a 
lo anterior que “A efectos estrictamente estimativos y en coherencia con la 
exigencia judicial de integrar en el cálculo del valor estimado una referencia 
razonable de retorno empresarial, puede considerarse una expectativa de 
rentabilidad orientativa en un rango aproximado del 2,92 % sobre los costes 
de explotación (12.141,10/415.520,06 = 0,0292 X 100 = 2,92%), sin que ello 
suponga margen asegurado ni beneficio garantizado.  

 
»No obstante, dicha estimación tiene carácter meramente 

indicativo y no altera el hecho de que el beneficio efectivo dependerá 
exclusivamente de la evolución real de los ingresos, del nivel de ocupación y 
de la gestión empresarial”. 

 
Por otra parte, el citado estudio económico desglosa en los apartados 

6.2 y 6.3 la estructura de ingresos de explotación (venta de entradas y servicio 
de restauración) y la de los gastos (de personal, reses, profesionales taurinos, 
veterinarios, sanidad y ambulancias, transporte de reses, canon…), 
cuantificando los gastos en 415.520,06 euros.  

 
Finalmente, el estudio de viabilidad concluye que, “A la vista del análisis 

realizado y del conjunto de la documentación examinada, puede concluirse 
que la concesión del servicio de gestión y explotación de la Plaza de Toros de 
Arévalo para la organización de espectáculos taurinos con motivo de las fiestas 
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patronales de San Victorino resulta económicamente viable, no solo atendiendo 
a las previsiones de resultados económicos, sino también a los beneficios de 
carácter social, cultural y turístico asociados a la celebración de dichos festejos.  

 
»Es cierto que tanto la demanda efectiva de público como los 

ingresos derivados de la explotación pueden verse condicionados por factores 
difícilmente previsibles, tales como la programación concreta de los 
espectáculos, la relación calidad-precio de los mismos, las condiciones 
meteorológicas o la aceptación del público. No obstante, de los datos analizados 
se desprende la existencia de un escenario razonablemente favorable, 
sustentado en la experiencia previa y en la previsión de una gestión profesional 
y especializada por parte del concesionario, orientada a garantizar la calidad 
de los espectáculos y el adecuado trato al público asistente.  

 
»En este sentido, cabe presumir que el adjudicatario, asumiendo 

el riesgo operacional inherente a la concesión, adoptará las medidas 
necesarias para maximizar la asistencia y optimizar la explotación económica 
de los festejos, con el fin de alcanzar los resultados previstos y asegurar la 
sostenibilidad del servicio durante el periodo concesional.  

 
»Asimismo, la puesta a disposición por parte del Ayuntamiento 

de Arévalo de la Plaza de Toros, como instalación municipal plenamente 
equipada para la celebración de espectáculos taurinos, contribuye de manera 
significativa a reforzar la viabilidad económica de la concesión, al reducir los 
costes estructurales del concesionario y facilitar el desarrollo de la actividad en 
condiciones adecuadas de seguridad, funcionalidad y cumplimiento normativo.  

 
»Por todo lo anterior, puede afirmarse que la concesión propuesta 

constituye una opción adecuada y eficiente para garantizar la continuidad y 
calidad de los festejos taurinos en las fiestas patronales de San Victorino, 
asegurando al mismo tiempo una gestión económicamente sostenible y 
compatible con el interés público municipal”. 

 
Teniendo en cuenta lo anterior y a la vista del estudio de viabilidad, 

puede concluirse que sí existe riesgo operacional al transferirse el riesgo de 
explotación del servicio puesto que no está garantizado que, en condiciones 
normales de funcionamiento, el adjudicatario del contrato vaya a cubrir los 
costes en que haya incurrido como consecuencia de la prestación del servicio.   

 
En este sentido, los ingresos que obtenga el concesionario por la 

recaudación íntegra derivada de la venta de entradas de los dos espectáculos 
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de pago (corrida de toros y de rejones) dependerán de la demanda de entradas 
y de la ocupación efectiva.  Esta misma incertidumbre existe en cuanto a los 
resultados de la explotación de otros servicios que pueden prestarse en la 
plaza de toros, tales como bar, venta de almohadillas, publicidad interior e 
ingresos por la venta de la carne de las reses lidiadas que reglamentariamente 
deban sacrificarse, y similares (véase derechos y obligaciones del contratista, 
según el apartado 3 del PPT). El estudio de viabilidad realiza una estimación 
de estos “ingresos de explotación (venta de entradas y servicios accesorios” 
de 233.748,76 euros, por venta de entradas y 38.912,40 euros, por explotación 
del servicio de restauración, sumando ambos conceptos un total de 272.661,16 
euros. 

 
La Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado, en su Informe 

9/2015, tiene en cuenta la forma de retribución del contratista para calificar el 
contrato como de servicios en lugar de concesión de servicios, indicando que 
en el caso allí examinado “consta en la documentación aportada, -en el Pliego 
de Condiciones económico-administrativas-, que el abono del precio se hará 
por el Ayuntamiento al adjudicatario a plazos, de forma fija y predeterminada 
de antemano, de tal modo que el contratista no se retribuye con las ganancias 
que pueda obtener del público, sino con el precio que le pague directamente 
a él la Administración, teniendo en cuenta que es irrelevante en este contrato, 
que a los Festejos acuda mucho o poco público para que el contratista se 
retribuya, puesto que siempre va a cobrar el precio que le pague el 
Ayuntamiento. Ello significa que el contratista no asume el riesgo operacional 
de la actividad, lo que hace que el contrato no se pueda calificar como gestión 
de servicio público, en su modalidad de concesión, sino como contrato de 
servicios”. 

 
En cuanto a la aportación municipal de 155.000 euros, vinculada por el 

PCAP al cumplimiento íntegro de las obligaciones contractuales, el pliego 
también señala expresamente que “no tiene por finalidad asegurar la viabilidad 
económica de la explotación ni compensar pérdidas, sino cofinanciar la 
consecución de objetivos de interés público vinculados a la calidad artística, 
cultural y turística de los festejos, manteniéndose en todo caso la asunción del 
riesgo operacional por parte del concesionario”.  

 
La recurrente sostiene que dicha aportación desnaturaliza la concesión 

de servicios y que el contrato “se asemeja más a un contrato de servicios, 
donde la Administración remunera al contratista por la prestación y asume el 
riesgo económico”.  
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Sin embargo, como señala el órgano de contratación en el informe 
emitido en relación con el recurso especial: “En efecto, el artículo 14 de la Ley 
de Contratos del Sector Público define la concesión por la asunción por el 
concesionario del denominado riesgo operacional, entendiendo por tal la 
exposición a las incertidumbres del mercado que puedan afectar tanto a la 
demanda del servicio como a los resultados de la explotación. Este riesgo no 
exige que el concesionario soporte la totalidad de las contingencias 
económicas ni que esté excluida cualquier forma de financiación pública, sino 
que exista una verdadera exposición a la evolución de los ingresos y costes en 
condiciones normales de funcionamiento.  

 
»Desde esta perspectiva, la aportación económica municipal 

prevista en el contrato no elimina el riesgo operacional, sino que se integra en 
el modelo económico como un elemento de apoyo que no neutraliza la 
incertidumbre inherente a la explotación. En particular, dicha aportación no 
garantiza la cobertura de los costes ni la obtención de beneficio, ni elimina la 
dependencia del resultado económico respecto de variables tales como la 
demanda efectiva, la configuración de los espectáculos o las condiciones 
externas en que se desarrollen. 

 
»Así se desprende del propio estudio de viabilidad, que refleja 

para el primer ejercicio unos ingresos de explotación de 272.661,16 euros 
frente a unos costes de 415.520,06 euros, evidenciando que el concesionario 
no tiene asegurada la recuperación de la inversión ni la cobertura de los costes, 
quedando el resultado final condicionado a la evolución del mercado. Esta 
circunstancia no constituye un elemento accesorio del modelo, sino la 
manifestación directa del riesgo operacional asumido. 

 
»En este sentido, la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la 

Unión Europea ha señalado que la existencia de aportaciones públicas no 
excluye la naturaleza concesional del contrato cuando el operador económico 
continúa expuesto a riesgos reales de explotación, no siendo exigible que dichos 
riesgos sean absolutos ni que recaigan íntegramente sobre el concesionario 
(asuntos C-206/08 y C-274/09).  

 
»Asimismo, los tribunales administrativos de recursos 

contractuales han reiterado que lo determinante para apreciar la existencia de 
concesión no es la ausencia de financiación pública, sino la efectiva 
transferencia al concesionario del riesgo de demanda o de explotación en 
condiciones normales de funcionamiento.  
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»En el presente caso, concurren claramente ambos elementos. 
Por un lado, el concesionario asume el riesgo de demanda, en la medida en que 
los ingresos dependen del grado de asistencia del público a los espectáculos, 
sin garantía alguna de ocupación. Por otro, asume el riesgo de explotación, al 
no estar asegurada la cobertura de los costes ni la obtención de resultados 
positivos (…)”. 

 
Por su parte, la Junta Consultiva de Contratación Pública, en el Informe 

106/2018, a propósito del otorgamiento de subvenciones para compensar 
posibles pérdidas en una concesión de servicios, concluye  que “La Ley 9/2017, 
de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público considera posible que en 
el contrato de concesión de servicios la Administración contratante acuerde 
conceder aportaciones, ayudas o subvenciones a la explotación del servicio 
con el fin de garantizar su viabilidad económica, pero ello debe hacerse en 
términos tales que se mantenga la asunción del riesgo por el concesionario”.  

 
Por lo tanto, la estimación de ingresos y gastos de explotación realizada 

por el órgano de contratación y desarrollada en el estudio de viabilidad no 
permite concluir, como dice la recurrente (en los fundamentos de derecho 
primero y undécimo) que no haya transferencia de riesgo gestionable porque 
resulta imposible rentabilizar la inversión con una gestión eficiente. La 
rentabilidad de la inversión no puede desvincularse de la posibilidad de obtener 
una aportación municipal, expresamente prevista en los pliegos y la existencia 
de esta aportación no desnaturaliza la concesión porque ni garantiza su 
rentabilidad ni elimina el riesgo operacional por los motivos expuestos.  

 
Además, los errores sustanciales que la recurrente imputa al estudio de 

viabilidad en los fundamentos de derecho octavo (que está duplicado en la 
numeración) a décimo (omisión de costes por entrega gratuita de entradas, 
falta de previsión de ingresos por concurso de cortes, error numérico en el 
cálculo del 70% del aforo neto o  la distorsión en el cálculo de los costes de 
profesionales taurinos) no afectan a la naturaleza concesional del contrato 
licitado sino a la valoración de la entidad del riesgo asumido, y de hecho así lo 
reconoce la propia recurrente en el fundamento de derecho décimo cuando 
afirma que “Se está trasladando al licitador un riesgo desproporcionado basado 
en premisas económicas erróneas, lo que atenta contra el propio concepto de 
equilibrio económico de la concesión”.   

 
Tampoco puede afirmarse, como hace la recurrente, que no existe una 

verdadera concesión porque existe una configuración de los criterios de 
adjudicación que limita de forma injustificada las opciones de los licitadores, 
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sin dejar margen para una gestión eficiente del riesgo. La oferta de unos u 
otros profesionales o ganaderías y el coste que ello conlleva, con el fin de 
obtener una mayor o menor puntuación en los criterios de adjudicación, forma 
parte de la ponderación por las empresas del riesgo operacional. Y el 
establecimiento de unos parámetros de calidad por el órgano de contratación 
al configurar los criterios de adjudicación y el modelo económico del contrato 
responde a la discrecionalidad técnica que le corresponde para concretar los 
objetivos de la licitación. Por lo tanto, no puede afirmarse que la configuración 
de los criterios de adjudicación realizada por el órgano de contratación 
desnaturalice la concesión de servicios y elimine la posibilidad de organización 
del servicio por el concesionario con el fin de maximizar y rentabilizar su 
inversión. 

 
Cuestión distinta al debate de la naturaleza concesional del contrato es 

el examen del carácter excesivamente restrictivo de los criterios de 
adjudicación que denuncia la recurrente. En todo caso, la licitadora tampoco 
acredita la imposibilidad de ofertar profesionales taurinos y  ganaderías en los 
términos de calidad requeridos por el órgano de contratación, limitándose a 
discutir los parámetros de calidad establecidos en el PCAP (entre ellos, 
escalafón de toreros con más festejos en plazas de primera de España en 2025 
y escalafón de ganaderías con más toros lidiados  en plazas de primera 
categoría de España en 2025) porque afirma que restringen la posibilidad de 
proponer a otros artistas igualmente cualificados y favorecen a unos licitadores 
(con mayor acceso a determinados profesionales) frente a otros, falseando la 
competencia.   

 
Por todo ello, realizadas las referidas observaciones, debe inadmitirse 

el recurso presentado, de conformidad con el artículo 55.c) de la LCSP, al 
haberse interpuesto el recurso especial en materia de contratación contra 
actos no susceptibles de impugnación de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 44.  
 
 En su virtud y al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 
y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 
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III 
RESUELVE 

 
Primero.- Inadmitir el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por Inocencio Gómez Luquero, S.L. contra los pliegos rectores del 
procedimiento para la adjudicación del contrato de concesión del servicio de 
gestión y explotación de la plaza de toros de Arévalo para la organización de 
espectáculos taurinos en las fiestas patronales de San Victorino por el 
Ayuntamiento de Arévalo (expediente 831/2025). 

 
Segundo.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (LJCA), contra esta 
Resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde 
el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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